
DOSSIER. Medidas 
económicas y sociales. 
Especial desescalada.
Actualización
diaria



 DOSSIER. Medidas económicas y sociales. Especial desescalada. Actualización diaria. 

 25/05/2020 

ÍNDICE

§ 1. Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, por el que se prorroga el estado de alarma.

§ 2. Orden JUS/430/2020, de 22 de mayo, por la que se activa la Fase 2 del Plan de Desescalada para la
Administración de Justicia ante el COVID-19.

§ 3. CGPJ. Los servicios declarados esenciales durante el estado de alarma sigan tramitándose de modo
preferente una vez se reanude la actividad judicial el próximo 4 de junio.

§ 4. Orden SND/440/2020, de 23 de mayo, por la que se modifican diversas órdenes para una mejor
gestión de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 en aplicación del Plan para la transición hacia

una nueva normalidad

§ 1 .  Real  Decreto  537/2020,  de 22 de mayo, por el  que se prorroga el  estado de alarma
TOL7.934.962

Con efectos  desde el  4  de junio  de 2020,  quedan derogadas  las  disposiciones  adicionales
segunda y cuarta del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo alzándose la suspensión de los
plazos y términos procesales  y la suspensión de plazos de  prescripción y caducidad de
acciones y derechos.

Con efectos desde el 1 de junio de 2020, queda derogada la disposición adicional tercera del
Real  Decreto  463/2020,  de  14  de  marzo  alzándose  la  suspensión  de  términos  y  de  la
interrupción de plazos administrativos.

Se mantiene la  vigencia del  Real Decreto 463/2020,  de 14 de marzo,  y de las medidas  que lo
modifican, aplican y desarrollan, hasta las 00:00 horas del día 7 de junio de 2020.

No obstante, y de acuerdo con el marco previsto en el Plan para la desescalada de las medidas
extraordinarias adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19, mediante el presente real
decreto se habilita al Ministro de Sanidad, en su condición de autoridad competente delegada, con
arreglo al  principio de cooperación con las comunidades  autónomas y las ciudades  de Ceuta y
Melilla, a concretar las medidas que deban aplicarse en el proceso de desescalada, en un marco de
cogobernanza.



La progresión de las medidas, o su eventual regresión, se determinará en función de la evolución de
diversos  indicadores,  tanto  sanitarios  y  epidemiológicos,  como  sociales,  económicos  y  de
movilidad.  Además,  estas medidas podrán aplicarse en ámbitos territoriales concretos,  ya sea la
provincia, isla o unidad territorial de referencia en el proceso de desescalada.

En este sentido, la habilitación al Ministro de Sanidad que se contiene en el artículo 3.1 de este real
decreto  como  autoridad  competente  delegada,  a  propuesta,  en  su  caso,  de  las  comunidades
autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla, se refiere a las medidas de desescalada en todos los
ámbitos de actividad afectados por las restricciones establecidas en la declaración del estado de
alarma y sus sucesivas prórrogas,  con arreglo al  principio de cooperación con las comunidades
autónomas.

En cuanto a la libertad deambulatoria, esta prórroga determina que, en el marco de las decisiones
que se adopten sobre la progresión de las medidas de desescalada, las personas podrán desplazarse
por la provincia, la isla o la unidad territorial de referencia en que se encuentren. Todo ello sin
perjuicio de las excepciones que justifiquen el desplazamiento a otra parte del territorio nacional por
motivos  sanitarios,  laborales,  profesionales  o  empresariales,  de  retorno  al  lugar  de  residencia
familiar,  asistencia  y cuidado de mayores,  dependientes  o personas  con discapacidad,  causa de
fuerza mayor o situación de necesidad o cualquier otra de análoga naturaleza.

Al igual que en la prórroga anterior, se prevé que el Gobierno pueda acordar conjuntamente con
cada comunidad autónoma la modificación, ampliación o restricción de las unidades de actuación
de  las  limitaciones  respecto  a  la  libertad  de  circulación  de  las  personas,  de  las  medidas  de
contención y de las de aseguramiento de bienes, servicios, transportes y abastecimientos, con el fin
de adaptarlas mejor a la evolución de la emergencia sanitaria en cada una de ellas.  En caso de
acuerdo,  estas  medidas  serán  aplicadas  por  quien  ostente  la  Presidencia  de  la  Comunidad
Autónoma,  como  representante  ordinario  del  Estado  en  el  territorio.  Se  mantiene  asimismo  la
especifica previsión contemplada en la disposición adicional única del Real Decreto 514/2020, de 8
de mayo, respecto de los enclaves.

En este real decreto, y a fin de mantener las medidas limitativas y de contención únicamente en las
unidades territoriales en que resulten indispensables, se prevé de manera específica en el artículo 5
que la superación de todas las fases previstas en el Plan para la desescalada determinará que queden
sin efecto las medidas derivadas de la declaración del estado de alarma en las correspondientes
provincias, islas o unidades territoriales.

Presenta también una especial importancia el contenido del artículo 6, en virtud del cual, a partir de
la entrada en vigor de esta nueva prórroga, la autoridad competente delegada para el ejercicio de las
funciones derivadas del estado de alarma será únicamente el Ministro de Sanidad, bajo la superior
dirección  del  Presidente  del  Gobierno,  y  con  arreglo  al  principio  de  cooperación  con  las
comunidades  autónomas.  En  consecuencia,  ya  no  tienen  esa  condición  los  otros  miembros  del
Gobierno a los se refiere el artículo 4.2 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, esto es, la
Ministra de Defensa, el Ministro del Interior y el Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda
Urbana, cuya contribución ha sido esencial en las primeras fases de contención de la enfermedad y
en el inicio del proceso de desescalada. Y, atendiendo al carácter gradual y asimétrico del Plan,
durante  la  vigencia  de  esta  prórroga  corresponderá  a  las  autoridades  competentes,  estatales,
autonómicas o locales, en sus respectivos ámbitos, la aplicación de las medidas contempladas en el
artículo 5 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

Se  prevé  en  el  artículo  7  que  las  administraciones  educativas  competentes  podrán  disponer  la
flexibilización de las medidas de contención y la reanudación de las actividades presenciales en el
ámbito educativo no universitario y de la formación, siempre que se acuerde la progresión a fase II



o posterior en un determinado ámbito territorial con arreglo a las previsiones de este real decreto.
Las actividades educativas podrán mantenerse a través de las modalidades a distancia y «on line»,
siempre que resulte posible.

Por  otra  parte,  el  avance  del  Plan  para  la  desescalada,  con  la  consiguiente  reactivación  de  la
actividad económica,  de la  movilidad  y de las  necesidades  de los ciudadanos de acceder  a  los
servicios,  tanto  públicos  como  privados,  hace  conveniente  facilitar  el  normal  desarrollo  de  los
procedimientos administrativos y judiciales.

Por  ello,  se  prevé,  en  primer  lugar,  el  levantamiento  de  la  suspensión  de  términos  y  de  la
interrupción  de  plazos  administrativos,  estableciendo,  con  efectos  de  1  de  junio  de  2020,  la
derogación de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. De este
modo, se prevé que se reanude o, en su caso, se reinicie el cómputo de los plazos desde esa misma
fecha.

Respecto de los plazos y términos procesales, se derogará con efectos a partir del 4 de junio de
2020, la disposición adicional segunda del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, alzándose la
suspensión en la misma fecha. Asimismo, correlativamente, se derogará con efectos a partir del 4 de
junio de 2020, la disposición adicional cuarta del real decreto citado, relativa a la suspensión de
plazos de prescripción y caducidad de acciones y derechos, alzándose la suspensión en dicha fecha.

Por  último,  se  mantiene  la  vigencia  de  las  órdenes,  resoluciones,  disposiciones  e  instrucciones
dictadas por las autoridades competentes delegadas previstas en el artículo 4.2 del Real Decreto
463/2020, de 14 de marzo, en cuanto no se opongan a lo dispuesto en otras posteriores, ni a lo
establecido en este real decreto.

En definitiva, se prevé que, durante la vigencia de la nueva prórroga del estado de alarma, prosiga el
gradual levantamiento de las medidas de contención previstas en el Plan para la desescalada y se
contempla asimismo que puedan quedar sin efecto las medidas en aquellos ámbitos territoriales que
superen todas las fases del citado Plan.

§2. Orden JUS/430/2020, de 22 de mayo, por la que se activa la Fase 2 del Plan de Desescalada
para la Administración de Justicia ante el COVID-19.TOL7.934.997

Se activa la Fase 2 del Plan de desescalada para la Administración de Justicia ante el COVID-19
establecido en el  anexo II  de la Orden JUS/394/2020, de 8 de mayo,  por la que se aprueba el
Esquema de Seguridad Laboral y el Plan de desescalada para la Administración de Justicia ante el
COVID-19.

Dicha activación tendrá efectos desde el 26 de mayo de 2020.

Los criterios para la implantación de esta Fase 2 se establecen en el anexo de la presente orden
ministerial.

Criterios de aplicación de la Fase 2 

1. Presencia en turnos. El porcentaje de personal que atenderá los turnos en esta fase (60-70%) se
calculará sobre la plantilla efectiva de cada órgano o servicio, incluyendo a los funcionarios de
gestión procesal y administrativa, los funcionarios de tramitación procesal y administrativa y los de
auxilio judicial.

Se tendrán en cuenta las siguientes modulaciones:



1.1 Los Juzgados, Fiscalías e Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses en servicio de
guardia contarán con toda la dotación de personal que preste dicho servicio.

1.2 El personal destinado en Registro Civil deberá asistir en su totalidad cuando el Letrado de la
Administración de Justicia responsable considere que es imprescindible para la correcta prestación
del servicio.

1.3 En los demás centros de destino, se atenderá a la naturaleza y necesidades de cada uno de
ellos, así como las concretas funciones o materias legalmente atribuidas a cada órgano o conjunto
de órganos para superar excepcionalmente el porcentaje fijado en esta fase.

1.4 El turno de  asistencia  de  los  Letrados  de  la  Administración  de  Justicia  se  establecerá  en
función de los destinados en órganos del mismo tipo en cada partido judicial, siempre que exista
más de uno de cada tipo. En caso contrario, deberán acudir un día de cada dos, aplicándose los
criterios de sustitución ordinaria si fuera preciso.

1.5 El personal de limpieza deberá seguir prestando sus servicios al 100%.

2. Establecimiento  de  turno  de  tardes.  Se  establecerán  turnos  de  tarde  cuando  el  número  de
funcionarios  que  acuda  a  cubrir  el  turno de  trabajo  impida  garantizar  el  mantenimiento  de las
medidas de seguridad.

Los  turnos  de  tarde  se  establecerán  en  las  condiciones  previstas  en  el  anexo  III  de  la  Orden
JUS/394/2020, de 8 de mayo.

En los centros de destino en los que no se establezca turno de tarde y estén garantizadas las medidas
de  seguridad,  la  jornada  horaria  será  la  misma que se  viniera  realizando  con anterioridad  a  la
declaración del estado de alarma.

3. Procedimiento  de  revisión  por  razones  del  servicio.  Los  responsables  funcionales  de  los
órganos o servicios podrán acordar la presencia de un porcentaje de personal superior al indicado
cuando se encuentre justificado por necesidades del servicio, y siempre previa autorización de la
Secretaría  General  para la  Innovación y Calidad del  Servicio  Público de Justicia  o  del  órgano
competente de la Comunidad Autónoma que ostente competencias en la materia.

La  solicitud  será  comunicada  a  las  autoridades  respectivas  a  través  del  responsable  superior
correspondiente.

No podrá autorizarse esta mejora cuando sea incompatible con los criterios de salud laboral sobre
ocupación de los espacios.

4. Exclusión formal de participación presencial en turnos. No podrá ser llamado a formar parte de
los turnos presenciales el personal que tenga reconocidos permisos por patologías susceptibles de
agravarse por efecto del COVID-19, en tanto no se verifique por el servicio de prevención en qué
condiciones puede prestar servicio en situación de seguridad.

Tampoco será llamado a formar parte de los turnos presenciales el personal que tenga reconocidos
permisos por razón de deber inexcusable, sin perjuicio de su preferencia para formar parte de los
turnos de tarde, si ese horario se ajusta a sus necesidades.

El permiso por deber inexcusable durante esta fase afectará a los empleados con hijos/hijas menores
de 14 años, o con personas mayores de esta edad dependientes a su cargo que necesitasen atención



para realizar  actividades  básicas de la  vida diaria,  y que no pudieran flexibilizar  su horario de
trabajo con las alternativas  existentes  en su ámbito territorial,  o que no pudieran desarrollar  su
actividad ordinaria en la modalidad de teletrabajo.

Corresponderá  a  cada  administración  competente  determinar  la  forma  de  acreditación  y
justificación de las circunstancias sujetas a estos criterios de exclusión formal.

5. Realización de funciones mediante teletrabajo. Los funcionarios voluntariamente acogidos a la
modalidad de teletrabajo participarán en los turnos presenciales cuando sea imprescindible  para
completar los porcentajes de prestación de servicios en régimen presencial.

§ 3. CGPJ. Los servicios declarados esenciales durante el estado de alarma sigan tramitándose
de modo preferente una vez se reanude la actividad judicial.

La Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial ha acordado que, una vez que se
produzca el alzamiento de la suspensión de los plazos procesales el próximo 4 de junio y hasta el
restablecimiento de la plena normalidad de funcionamiento de la Administración de Justicia, los
servicios considerados esenciales durante la vigencia del estado de alarma se sitúen "en un plano
análogo" al de las actuaciones declaradas preferentes y urgentes por las leyes procesales.

"El alzamiento de la suspensión de los plazos procesales habrá de operar sobre una situación en la
que los órganos judiciales no dispondrán de la totalidad de sus medios personales, por razón de las
necesidades derivadas de las medidas sanitarias y de seguridad que deben mantenerse durante la
prórroga del estado de alarma, e incluso después de su finalización -sin que se descarten ulteriores
prórrogas-, de acuerdo con las disposiciones de las autoridades sanitarias. Por lo tanto, permanecen,
aun  después  del  alzamiento  de  la  suspensión  de  los  plazos  procesales,  aunque  de  forma  más
limitada y en menor medida, las razones que llevaron a exceptuar de la regla de suspensión a las
actuaciones consideradas esenciales", señala el órgano de gobierno de los jueces.

La Comisión Permanente añade que, de no situarse en un plano análogo en cuanto a su tramitación
unas y otras actuaciones, "se produciría el indeseable efecto de que, por virtud del elevado número
de  asuntos  que  habrán  de  reanudarse  y/o  tramitarse  tras  el  alzamiento  de  la  suspensión,  estos
asuntos  esenciales  se  verían  indefectiblemente  pospuestos  en  el  tiempo,  más  allá  del  que
ordinariamente llevaría su despacho, tramitación y resolución".

Por ello se dispone que a los efectos de la aplicación de los planes de reanudación de la actividad
judicial  que lleven a cabo las Salas de Gobierno de la Audiencia Nacional y de los Tribunales
Superiores  de  Justicia  según  los  criterios  generales  aprobados  por  la  Comisión  Permanente  el
pasado  11 de  mayo  "se  tendrán  en  cuenta,  junto  con las  actuaciones  declaradas  preferentes  y
urgentes por las leyes procesales, las actuaciones consideradas esenciales" en los distintos acuerdos
dictados al efecto por este órgano del CGPJ entre los pasados días 13 de marzo y 11 de mayo y en
el Real Decreto 463/2020, por el que se declaró el estado de alarma.

Alzamiento de la suspensión de plazos y actuaciones procesales a partir del 4 de junio

A la vista del contenido del Real Decreto 537/2020 publicado hoy en el Boletín Oficial del Estado,
por el que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020 y se dispone el
levantamiento el próximo 4 de junio de la suspensión de plazos procesales, la Comisión Permanente
también ha acordado hoy lo siguiente:

- A partir del 4 de junio se alzará la suspensión de plazos y actuaciones procesales establecida en la
disposición adicional segunda del Real Decreto 463/2020. El cómputo de los plazos se reiniciará



desde esa fecha en los términos previstos en el artículo 2 del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de
abril. Asimismo, se estará a lo dispuesto en dicho artículo en lo que concierne a la ampliación de los
plazos para recurrir.

- Hasta esa fecha se mantiene la suspensión de plazos y actuaciones procesales y la vigencia y
eficacia de los acuerdos y las medidas adoptadas por la Comisión Permanente en las sesiones de
fecha 13, 14, 16, 18, 20, 23, 25, 26, 28, 30 y 31 de marzo de 2020; 2, 8, 13, 16, 20 y 29 de abril de
2020; y 7 y 11 de mayo de 2020. Durante este periodo, por tanto, se mantiene la suspensión de
todas las actuaciones judiciales, salvo en los supuestos de servicios esenciales, suspensión que no
comporta  la  inhabilidad  de  los  días  para  el  dictado  de  las  resoluciones  ni  afecta  al  normal
funcionamiento de la Administración de Justicia en la forma y en el modo que se determine por los
órganos de gobierno del Poder Judicial.

- Las actuaciones procesales ya señaladas a partir del 4 de junio se practicarán siempre y cuando sea
posible, atendidas las exigencias de índole sanitaria y las organizativas y/o procesales derivadas del
acuerdo aprobado hoy.

§ 4. Orden SND/440/2020, de 23 de mayo, por la que se modifican diversas órdenes para una
mejor gestión de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 en aplicación del Plan para la
transición hacia una nueva normalidad.

Se modifica la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, en particular se regula la necesaria la adopción
de medidas que permitan recuperar paulatinamente las actividades complementarias en el sector del
transporte ferroviario y urbano, que ha sido considerado esencial desde el inicio de la pandemia. En
este sentido, la formación práctica presencial es indispensable para el desempeño de las profesiones
ligadas a todos los tipos de explotaciones ferroviarias, ya que es el modo en el que el personal
consolida las habilidades y conocimientos necesarios por medio de la ejecución in situ de las tareas
propias de su profesión. Se trata,  por tanto,  de una formación que se realiza principalmente en
entornos laborales  y que,  por tanto,  debe estar sometida a restricciones  más similares a las del
desempeño en el sector transporte que a la del sector educativo.

Adicionalmente, se levanta la suspensión de las actividades relacionadas con obras de intervención
en edificios existentes establecida por la Orden SND/340/2020, de 12 de abril, modificada por la
Orden SND/385/2020, de 2 de mayo, en todas las unidades territoriales en fase I y posteriores.

Finalmente, se modifica el anexo de la citada orden disponiendo las nuevas unidades territoriales
que progresan a fase 1.

Por otra  parte,  se modifica  la Orden SND/414/2020,  de 16 de mayo,  para la flexibilización de
determinadas restricciones de ámbito nacional establecidas tras la declaración del estado de alarma
en aplicación de la fase 2 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad, con el fin de
establecer nuevas medidas de flexibilización.

Así,  entre  otros  aspectos,  se  habilita  a  las  administraciones  educativas  para  que  en  su  ámbito
territorial decidan acerca de la conveniencia de retomar la educación no universitaria con carácter
presencial,  así  como la  determinación de las condiciones  para el  desarrollo  de dicha actividad.
Igualmente,  se  permite  la  reapertura  de  otros  centros  educativos,  tales  como  academias  o
autoescuelas, guardando las oportunas medidas de higiene y prevención.

Se permite la reapertura de los parques naturales siempre que no se supere el veinte por ciento del
aforo máximo permitido,  así  como de los teleféricos,  que deberán limitar  la capacidad de cada
cabina al cincuenta por ciento.
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